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Introducción

¿Por qué escribir un libro sobre el gobierno de Gabriel Boric? Porque su llegada al poder marcó uno de los momentos más singulares de la política chilena desde el retorno a la democracia: la irrupción en La Moneda de una generación que se había formado al calor de la protesta y que llegó convencida de que podía reemplazar el orden político heredado de la transición.

Para ese grupo de jóvenes, la historia reciente de Chile estaba marcada por una deuda: los llamados «30 años», que eran presentados como el tiempo de un modelo agotado, responsable de desigualdades persistentes y de una política incapaz de interpretar las nuevas demandas sociales. Desde la oposición —y con el apoyo de la calle— la promesa parecía clara: terminar con el neoliberalismo, refundar las instituciones y abrir un nuevo ciclo histórico.

Pero gobernar es distinto a protestar.

La generación que se forjó en las movilizaciones estudiantiles llegó al poder, convencida de que tenía diagnósticos certeros y soluciones para los grandes problemas del país que enumeraba: desigualdad, pensiones insuficientes, conflictos del Estado con pueblos indígenas, discriminaciones históricas, degradación ambiental y una economía extractivista. Su discurso encarnó durante años la esperanza de una transformación profunda. Sin embargo, una vez en La Moneda, esa convicción debió enfrentarse con algo más complejo y menos épico: la realidad y los límites del poder.


El estallido del 18 de octubre de 2019 abrió el camino para ese relevo generacional. Sin esa crisis política y social, difícilmente Gabriel Boric habría llegado a la presidencia. Pero el mismo proceso que facilitó su ascenso también dejó instaladas tensiones que su administración nunca logró resolver del todo: la relación con la violencia política, el uso legítimo de la fuerza por parte del Estado y la falta de capacidad para gestionar el Estado.

El rechazo a la propuesta de nueva Constitución en 2022 fue el primer gran punto de inflexión de ese proyecto político. Allí se desmoronó la idea de que una refundación institucional podría canalizar la energía transformadora que había surgido tras el estallido. Desde entonces, el gobierno debió moverse en un terreno mucho más estrecho para el cual no tenía un programa.

En paralelo, otras urgencias comenzaron a dominar el debate público. La seguridad, el avance del crimen organizado y la migración irregular desplazaron a un segundo plano las banderas identitarias que habían articulado el discurso original del gobierno. Luego se agrega la necesidad de impulsar el crecimiento económico. En ese contexto, la coalición oficialista quedó atrapada entre sus propias contradicciones: un sector que exigía pragmatismo y otro que se resistía abandonar las convicciones que habían dado origen al proyecto.

La experiencia de administrar obligó así a sucesivos giros, pero no hay una narrativa coherente que permitiera asegurar un aprendizaje. Usan ese término, como también «reflexiones», pero no están las justificaciones de los cambios de opinión y las contradicciones se repiten. No obstante, los mismos que habían cuestionado con dureza a Carabineros debieron respaldar su labor frente a una criminalidad cada vez más violenta. Quienes habían defendido una visión más abierta de la migración terminaron impulsando medidas de control más estrictas. Y quienes habían prometido reemplazar los pilares del modelo económico se encontraron administrando instituciones que finalmente no pudieron —o no quisieron— desmontar.

La distancia entre protestar y gobernar —o las promesas y la realidad— resultó particularmente visible porque la generación que llegó al poder había construido su identidad en la crítica frontal al sistema que terminó administrando.

Fue en muchos sentidos un experimento político al que se sumó la otrora Concertación, responsable de los vilipendiados «30 años». Al final de este ciclo, los elementos que durante años se dieron por garantizados —la estabilidad institucional, el crecimiento económico, la seguridad pública o la unidad territorial— reaparecieron en el debate como bienes escasos. La experiencia dejó así una paradoja: un gobierno que llegó prometiendo inaugurar una nueva etapa terminó obligando al país a reconsiderar el valor de los equilibrios que buscaba superar.

Este libro intenta reconstruir esa historia en términos periodísticos con datos e información concreta. Y revela los resultados de gobernar después de haber prometido cambiarlo todo y de perder el favor del electorado pocos meses después de asumir. 






Capítulo I. 
El experimento

«Somos muchos economistas en el mundo que estamos mirando a Chile como un experimento muy importante para matar al neoliberalismo que no funciona para el crecimiento y, de seguro, no funciona para enfrentar las desigualdades»1. Fue la frase que se despachó en una entrevista en Chile en octubre de 2022, con toda autoridad, Mariana Mazzucato. La economista ítalo estadounidense es muy cercana al Frente Amplio por la influencia de su pensamiento sobre la denostada economía «extractivista», que ella propone combatir con un modelo industrial y un rol preponderante del Estado en la economía. Además ella dirige el Instituto para la Innovación de la University College London (UCL), uno de los destino preferidos de las nuevas autoridades que salieron a estudiar con Becas Chile, posgrados a Londres.

Era correcto que hablara de «experimento» porque el propio Gabriel Boric había expresado en televisión, seis meses antes de ser proclamado candidato presidencial por Convergencia Social: «Descarto de plano ser candidato presidencial porque me falta experiencia»2. Y cuatro años antes, ya mirando a La Moneda, aunque no con Boric como candidato, el diputado Vlado Mirosevic, del Partido Liberal, de la coalición del Frente Amplio, se sinceró en The Clinic: «¿Por qué chucha no nos damos permiso para hacer una innovación política? Y si resulta mal, ¡qué tanta huevá!»3.

Cuando Boric alcanza la presidencia el 11 de marzo de 2022, lo hace más por casualidad que por otra razón, porque concurrió a la primaria junto al candidato comunista Daniel Jadue para darle la oportunidad de celebrar primarias legales, que ofrecen una ventana mediática, incluyendo la franja electoral en televisión abierta. No figuraba en las encuestas su nombre y varios, abordados antes que él, habían rechazado participar en la disputa contra Jadue, como Izkia Siches, los futuros convencionales Fernando Atria, Daniel Stingo y Patricia Muñoz, primera Defensora de la Niñez (2018-2023). Pero resulta que el diputado de Convergencia Social terminó siendo mucho mejor carta que el comunista y en el resultado casi lo duplica con más del 60 por ciento de los votos del millón 750 mil 889 personas que participaron en la elección de Apruebo Dignidad. Así se llamaba el pacto entre los partidos del Frente Amplio y el PC. 

Y si era correcto que la economista y gurú de esta generación hablara de experimento con personas que además no tenían experiencia de gobierno, también era acertado que planteara matar el neoliberalismo. Ellos se declaraban antineoliberales como si se tratara de una religión y responsabilizaban al libre mercado y la globalización de haber aumentado la desigualdad social y convertir la sociedad en una de consumo. Llegaron a instalar que Chile era el país más desigual del mundo, que repetían como un mantra, lo cual estaba muy lejos de la realidad, pero lo importante entonces, eran las percepciones, la comunicación, no los hechos reales. 

El mismo Presidente Boric prometió tras el triunfo en las ya mencionadas primarias que «si Chile fue la cuna del neoliberalismo, también será su tumba»4. Enterraría el modelo económico que lo había convertido en el primer país del continente en todos los indicadores de desarrollo social y económico. Otro de sus gurúes anti libre mercado, el Nobel de Economía 2001 Joseph Stiglitz, cuando vino a Chile en octubre de 2022 a subir los ánimos luego de la derrota de la izquierda en el plebiscito, compartiría su optimismo fúnebre, argumentando: «Chile es el lugar donde nació el neoliberalismo y al mismo tiempo donde se enterrará este modelo»5.

Era una generación exitosa, reconocida en Chile y en el extranjero, que podía soñar con clavarle un puñal de muerte al modelo económico de los 30 años que aborrecían acusando que perpetuaba la desigualdad y veían como una herencia de la dictadura, así como repudiaban a los gobiernos de la Concertación. Les imputaban haber administrado el modelo con los militares.

El magallánico Gabriel Boric Font asumía el 11 de marzo de 2022, en medio de una ola de aplausos que lo convertía en el Presidente más joven de la historia a sus 36 años, sin experiencia previa que no fuera en movimientos estudiantiles y ocho años como diputado. Con el 55,8 por ciento de los sufragios y 11 puntos de diferencia había derrotado a José Antonio Kast, de derecha, quien era el primer candidato que triunfaba en primera vuelta, pero no salía electo en el balotaje. 

Creían tener la llave del futuro, olvidando que su votación en la primera vuelta no había alcanzado al 26 por ciento, y su equipo negaba que hubiera triunfado porque se había moderado. Giorgio Jackson dijo que no compartía esa premisa, su visión sigue siendo la misma, opinó antes del balotaje. Y ya triunfador, la presidenta de Revolución Democrática, Catalina Pérez, sostuvo que su victoria «poco tiene que ver con un viraje al centro y más bien habla de una amplia movilización ciudadana»6. La diputada PC, Karol Cariola, en la misma línea, descartó la «lógica de la moderación» y aseguró que el buen resultado respondió a «la decisión de aterrizar la implementación del programa de gobierno»7.

No necesitaban transar ni negociar. Tenían a Chile bajo sus pies, porque la ola que estremecía al país era de izquierda y Boric era hijo de ese movimiento que había conducido en 2011 la oposición al primer gobierno de Sebastián Piñera, el primero de derecha desde el retorno a la democracia, junto a jóvenes como Giorgio Jackson de Revolución Democrática (RD), Camila Vallejo y Karol Cariola, ambas del Partido Comunista (PC).

Fue un grupo de rápido ascenso porque como dirigentes estudiantiles, nadie les preguntó por los pocos votos con que habían sido electos en sus universidades para, en representación de la sociedad entera, embestir contra el modelo, exigiendo educación de calidad y poner fin al lucro. De la mano de una Concertación debilitada, que hasta entonces lideraba la centroizquierda, los dirigentes —«nuestros hijos», dijo respecto a ellos en una ocasión Michelle Bachelet— tomaron pulso al gran poder que tenían en sus manos. Con el ensordecedor ruido de las protestas masivas y tomas de colegios y planteles universitarios, la otrora coalición de centroizquierda de sus padres, la Concertación, cayó rendida ante su juventud y pasión. Exigió al entonces Presidente Piñera negociar con estos jóvenes las demandas en materia de educación, renunciando virtualmente ellos al mandato para el cual habían sido electos en el Congreso.

Boric fue reprobado en su examen de grado de Derecho en la Universidad de Chile, pero no requería licenciarse ni titularse de abogado porque en 2013 ganó las elecciones a diputado en Magallanes. Que se tratara de un distrito pequeño le facilitó triunfar como independiente, por parte del movimiento Izquierda Autónoma, y convertirse en parlamentario por fuera del aborrecido sistema binominal, también instalado por la dictadura, que al promover las posiciones de centro había dado una cierta estabilidad política al país. Pero no llega solo al Congreso, porque Michelle Bachelet, que ese año buscaba su segunda presidencia, había creado la Nueva Mayoría y quería ampliar su base electoral a los jóvenes de la movilización estudiantil y el PC. Con ese objeto impulsó «buenas candidaturas para Chile», asegurando que «le hace bien que gente como Giorgio (Jackson), Camila (Vallejo) Karol (Cariola) lleguen al Congreso porque expresan a una parte importante del país»8.

Ya todos electos diputados, continuaron ampliando su influencia al punto que también se convirtieron en la cara más visible de las protestas en el segundo gobierno de Piñera (2018-2021), cuando volvieron a la movilización y la agitación social. Las jornadas terminaban normalmente en disturbios y en enfrentamientos contra los carabineros a cargo del orden público. La bandera mapuche reemplazó a la chilena y se convirtió en un símbolo en todas las manifestaciones, así como el perro «matapacos», que le disputó el protagonismo al general Manuel Baquedano en la plaza que lleva su nombre y esta se transformó en el epicentro de la apuesta opositora para la desestabilización institucional. La redenominaron Plaza de la Dignidad. Y marcharon al ritmo de eslóganes como «No + AFP», «pensiones dignas», «no más abusos» e igualdad. 

De hecho, Gabriel Boric llega a La Moneda, el 11 de marzo de 2022, con la Mesa de Unidad Social que convocaba a los paros y a las marchas y cubría todo el espectro opositor: organizaciones sindicales de las reparticiones estatales (Anef, Confusam), la CUT, la orgánica anti AFP, feministas como la Coordinadora 8M; federaciones de estudiantes; movimientos de la diversidad sexual; culturales, regionales, ecologistas, de pueblos originarios, animalistas y todo el entramado de movilización social que se pudiera tejer en contra de la administración del Presidente Sebastián Piñera.

La conquista de la Presidencia fue parte de la inercia del movimiento de protesta que culminó el 18 de octubre de 2019 (18-O). Ese día transformó a Chile. Algunos lo llamaron «estallido social» y sus detractores, «estallido delictual». Para el PC fue siempre la «revuelta social». Participaron en el triunfo del candidato del Frente Amplio también los jóvenes anarquistas, barras bravas, antisociales con antecedentes penales que queriendo destruir el orden vigente habían marchado y se enfrentaban a Carabineros todos los días. Y quemaron iglesias y hoteles, saquearon supermercados y negocios a lo largo de Chile y destruyeron e incendiaron decenas de estaciones del Metro. 

El mismo flamante mandatario Gabriel Boric dijo en su primer discurso de asunción «de las movilizaciones en un colegio tomado (…) de las movilizaciones venimos; hoy día estamos acá, pero no nos olvidamos de dónde venimos». Y anunció que, «hemos retirado las querellas por Ley de Seguridad del Estado», para el reencuentro de los chilenos, lo cual había «conversado con los familiares de los presos, saben que estamos en ello»9, dijo refiriéndose a indultarlos. 

Recorre en el Galaxy oficial los pocos kilómetros hasta el Congreso donde no juraría, como era la tradición en Chile, sino que «ante el pueblo y los pueblos de Chile, prometo». Sin corbata, sin traje oscuro, camisa con dos botones abiertos, él y sus ministros, un gabinete con más mujeres que hombres (14 y 10) y un gobierno que se define como feminista. Recogía para sí los nuevos tiempos, los mismos que interpretaba, desde hacía ocho meses la Convención Constitucional que se instaló con una abrumadora representación de la izquierda, movimientos independientes y ultras, como la «Lista del Pueblo». Esa mayoría electa para redactar la nueva Constitución propone refundar Chile a partir de una hoja en blanco (sin historia anterior), como plurinacional y en su tercera jornada demanda al Congreso aprobar el indulto para los presos políticos por delitos cometidos al amparo del 18-O, así como también para «los presos políticos mapuche» por actos cometidos desde 2001 y hasta fines del próximo año, es decir, 2022. La aprobaron 105 de los 155 convencionales10.

Boric era hijo de esos vientos, de una mayoría arrolladora exultante que llegaba al gobierno con la Boricmanía a desquitarse y a transformarlo todo. Parte de esa revancha era la de los pueblos originarios, que él creía representar. Por eso, al día siguiente del cambio de mando, el sábado 12 de marzo, después de asistir a una oración ecuménica en la Catedral de Santiago, participa en una «rogativa» con pueblos originarios. Junto a su entonces pareja Irina Karamanos, se arrodillan frente a símbolos de las etnias presentes. Son los tiempos de los símbolos. Todo es comunicación.

La generación exitosa

Siempre los victoriosos celebran, pero es difícil encontrar una camada que haya llegado al poder más exultante, con tan alta opinión de sí mismos y aversión a la institucionalidad. No era de extrañar porque se sentían superiores a los políticos de los dos grupos tradicionales del Congreso (de derecha e izquierda) por su cercanía a la dictadura o por haber administrado «su modelo» y conducido la transición sin derrotar a Augusto Pinochet, que permaneció como Comandante en Jefe del Ejército después del regreso a la democracia en 1990.

Giorgio Jackson no tenía la edad para postular a la primera magistratura. Pero el ingeniero de la Pontificia Universidad Católica sería su mano derecha y el estratega del grupo. Al punto que Boric señaló que «sin Giorgio yo no estaría acá, lo digo muy claramente»11, en relación a la Presidencia. Fue un tardío reconocimiento a seis meses que su principal asesor abandonara La Moneda. El ingeniero objetó inicialmente seguir con la tradición de tomar desayuno en la casa del gobernante saliente, a la mañana siguiente de la victoria. Argumentó que habían preferido antes hablar con el colectivo y que después Sebastián Piñera fuera al comando. Las autoridades salientes convencieron al principal asesor de Boric que ese no era el camino y finalmente transaron el desayuno por una reunión a las 12:00 horas en La Moneda, donde igual el dueño de casa era todavía el Mandatario saliente.

En la elección de 2021 con el sistema electoral proporcional, ya modificado por el segundo gobierno de Bachelet, se convirtieron en una bancada poderosa. El Frente Amplio eligió veinte diputados para acompañar a su Presidente y un senador y el PC, ocho diputados y dos senadores. Era un grupo parlamentario casi equivalente al de la ex Concertación a la que venían decididos a reemplazar. Eran adversos a la familiaridad con «los otros», como llamaban un poco despectivamente a la centroizquierda, y también con la oposición. Hay anécdotas que relatan cómo Giorgio Jackson se negaba a jugar fútbol con sus pares si había prensa, de modo que no lo vieran conviviendo. El diputado Boric, por su lado, viajó en 2019 con un grupo de senadores de derecha y de la Concertación a la Unión Parlamentaria Mundial, encomendado por el gobierno de Piñera porque se esperaba que Bolivia reclamara en ese foro el tema de la mediterraneidad. Solo el tercer día aceptó tomarse un café con uno de ellos. Antes le había advertido al grupo, extrañado de su actitud distante, que no iba a mezclarse. 

Es que en política, esta generación no parecía tener adversarios, sino que enemigos. Por eso llegaban a reemplazar a la Concertación, no a unirse a ella, aunque esos partidos no le pagaron con la misma moneda. El mismo día que Kast le ganó en primera vuelta presidencial en noviembre de 2021, el Partido Socialista (PS) y el Partido por la Democracia (PPD) le brindaron su apoyo para el balotaje y un par de días después recibió el respaldo del ex Presidente Ricardo Lagos. Boric, sin embargo, omitió nombrar al ex Presidente socialista en su discurso de asunción, como también a Piñera y a Frei Ruiz-Tagle. Mencionó a su padre, Frei Montalva, por la «promoción popular» y a Salvador Allende, por la nacionalización del cobre. También a Michelle Bachelet, quien los incluyó en su segunda administración para que desde el Ministerio de Educación los del partido Revolución Democrática ayudaran a implementar las reformas para la gratuidad de la educación superior y poner fin al lucro (y al copago) y a la selección en los colegios subvencionados y municipales.

Esta alta percepción de sí mismos los llevó a cometer sucesivos errores en los primeros días. En el caso del Mandatario, desairó a los empresarios, omitiendo invitarlos a su asunción; fue arrogante con el Rey de España, Felipe VI, al que acusó erróneamente de haber demorado la ceremonia del cambio de mando en el Congreso de Valparaíso, cuando fue responsabilidad de sus encargados de protocolo. Su error le valió que un periodista español lo apodara «el merluzo»12. También se indispuso con la Iglesia católica, donde vale la pena detenerse. 

En el «Cambio de Mando Ciudadano» —porque todo llevaba un nombre «estratégico»— celebrado en la población La Pintana con artistas y cantantes, dos días después de asumir en el Congreso en Valparaíso, Boric señaló en mangas de camisa y tono enfático: «Me molestó ver al señor Ezzati y a la gente que ha actuado como grave encubridora con los niños aquí presentes», aludiendo a la presencia del Arzobispo emérito de Santiago, Ricardo Ezzati, en el acto ecuménico celebrado el día anterior en la catedral metropolitana. 

El Mandatario no dudó en criticar a una autoridad de la Iglesia católica acusándola de encubridora e incluso pidió ese mismo día, que Ezzati y el cardenal Francisco Javier Errázuriz no participaran en el tradicional Te Deum de septiembre13. Así ocurrió. 

Gabriel Boric tenía razones para sentir que Chile lo aclamaba. Se había impuesto el lenguaje inclusivo (las, los y les) e identitario, el gobierno feminista, la paridad donde cupiera; los escaños reservados para los pueblos indígenas; la promoción de la diversidad sexual; el tema de la escasez del agua; hablar de las exportaciones de recursos naturales como extractivismo, y la ecología y el medio ambiente como piedra de tope para el crecimiento económico. Sus preocupaciones eran las mismas de la Convención Constitucional que escribía en paralelo el borrador de una nueva Constitución, objetivo por el que habían luchado por años estos dirigentes. 

Los ojos del mundo miraban con simpatía la lucha por la igualdad de esta nueva camada de políticos. A poco andar, en agosto del 2022, la revista Time —que en edición del 24 de mayo ya había destacado a Boric como uno de los 100 líderes mundiales— le dedicó su portada, donde él hace gala de la magnitud que puede tener su influencia. Sugirió «condicionar la exportación de materias primas o de energía (de Chile) a cambios en el comportamiento de consumo de los países más desarrollados»14, una restricción que no debía calzar muy bien en un país exportador abierto al mundo. 

Cuando alguien asegura que será un gobierno de transformación y solo tiene críticas contra quienes han detentado el poder, no hay espacio para reconocer errores. Ni tampoco frente a John Kerry, ex secretario de Estado de Estados Unidos, a quien el Presidente no reconoció y recriminó, en una conferencia internacional donde se lanzó «Américas por la protección de los océanos», la ausencia de la primera potencia mundial en una mesa sobre el cambio climático. Kerry, sin embargo, estaba a solo tres asientos de distancia, sentados ambos en la testera15.

«Yo podré cometer errores, pero les aseguro que tengo las manos limpias, no tengo inversiones en el exterior ni ando mintiendo respecto a quién financia nuestras campañas»16, se defendía el 22 octubre de 2021. Esa respuesta la dio a propósito de que en su campaña presidencial cometía frecuentes traspiés con las cifras de la economía, como afirmar que el 1 por ciento más rico era aquél «sobre las mil UF en caso de las empresas». O asegurar, revelando su falta de sintonía con la realidad, que se requerían 400 mil millones de dólares al año para financiar el agua potable rural. O sea, más que el PIB de Chile cuatro años después, en 2025. 

En el cargo continuó cometiendo errores del mismo tipo, que superaron con creces a las llamadas «piñericosas» durante la gestión de su antecesor. Muchos de estos gaffes se producían porque le gusta improvisar. Michima no «queda en la tercera Región de Tarapacá», como sostuvo en agosto de 2023 en un homenaje al ex líder sindical Rodolfo Seguel. Primero, porque no existe ese pueblo rural y Tarapacá queda en la región del mismo nombre. Y, en fin, por nombrar otro, le atribuye a Dante Alighieri «pintar el infierno», cuando lo que hizo fue escribir La divina comedia, libro donde lo describe17.

Opositores despiadados

Esa misma alta valoración de sí mismos llevó a estos dirigentes estudiantiles a ser despiadados en su juicio contra quienes condujeron la transición a la democracia y también contra el gobierno de Sebastián Piñera. Boric y Vallejo presidieron la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, Fech, y Jackson, su par de la Universidad Católica, Feuc. El antagonismo creciente se agudizó en la segunda administración de Sebastián Piñera (2018-2022). Ya como diputados, descargaron una furia mayor. 

A pesar de la grave situación de violencia que existía en gran parte del país y en la macrozona sur —que la Convención Constitucional terminó por agudizar— votaron en contra de los proyectos de ley relacionados con el orden público y la seguridad, como la ley de usurpación, de infraestructura crítica o la ley antiterrorista. Solo a partir de 2023 comenzó a legislarse con resultados en esta materia, pero con la oposición del PC y también de una parte importante del Frente Amplio. Incluso proyectos impulsador por Boric, ya como Presidente, como el control policial migratorio o la sanción al porte de molotov, fueron votados en contra por su propio sector. 

Si el estado de emergencia implicaba más violencia y militarización de la macrozona sur, en el norte tratar de controlar la migración ilegal era imposible bajo la premisa de que «migrar no es un delito, sino que un derecho». Por eso fueron contrarios a decretar estado de excepción en la macrozona sur18 e incluso una de las primeras acciones de Boric al asumir fue levantar dicha medida. El 26 de marzo de 2022 cumplió su promesa y retiró del sur dos mil efectivos de las FF.AA. porque «la solución no es más violencia»19. Al cabo de 55 días (17 de mayo del mismo año), ante el aumento de los atentados, debió reinstalarlo, aunque en versión «acotada». Cuatro meses más tarde, el 12 de septiembre, lo cambió a «semiacotado» y, finalmente, ante la evidencia del poder disuasivo de la presencia militar frente a la criminalidad, en junio del año siguiente, 2023, reinstaló el estado de excepción tradicional. 

En el norte, en cambio, Piñera no consiguió los votos para desplegar las FF.AA. frente a la migración ilegal. Se trataba de privar al Ejecutivo de turno de las herramientas para preservar el Estado de derecho y dar respuesta, por un lado, a la estampida migratoria originada por Nicolás Maduro en Venezuela; por otro lado, a la violencia «octubrista» en las ciudades de Chile; y, además, al desafío de las orgánicas mapuches, que se acentuó al ritmo de la Convención Constitucional, la cual ofrecía más y mayores garantías, impunidad y reparaciones sin límite de tierras a los pueblos originarios. 

También hubo una persecución penal en Chile y a nivel internacional, que buscaba inhibir el uso monopólico de la fuerza por parte del Estado para mantener el orden público. Las acusaciones incluso apuntaron a un manejo criminal de la pandemia. Recién en junio 2025, la Fiscalía resolvió no perseverar en la querella entablada por personeros de izquierda, liderados por el dirigente del PC Daniel Jadue, en contra de Sebastián Piñera y otras autoridades de Salud por el mal manejo de la pandemia y el abandono de las víctimas del Covid-19. Los acusaron de cuasidelito de homicidio, a pesar de que el mismo equipo fue internacionalmente reconocido por su buena gestión durante la crisis. Pero se trataba, como acusó Vallejo tres días antes de asumir la Secretaría General de Gobierno (Segegob), de «el peor gobierno de la historia»20.

Al año siguiente, desde La Moneda, la militante comunista llamó a generar acuerdos y «construir consensos civilizatorios transversales en nuestro país»21. Para sus antecesores en La Moneda no hubo esos mínimos. Como opositores, apoyaron nueve acusaciones constitucionales en su contra. Intentaron destituir a dos ministros de educación —uno de ellos, Raúl Figueroa, por su empeño en mantener las escuelas abiertas durante la pandemia—; a dos de Salud y un par del Interior y de Seguridad Pública, además del intendente de la Región Metropolitana, por adoptar medidas de copamiento y contención durante el estallido. A Andrés Chadwick no le sirvió de nada renunciar a la cartera del Interior, ya que fue igualmente destituido en diciembre de 2019. 

Al Presidente Piñera lo acusaron constitucionalmente dos veces. En diciembre de 2019, por violaciones a los derechos humanos durante la crisis social, menos de un mes después de que concediera a la oposición la apertura del proceso constituyente. Luego, el 9 de noviembre de 2021, los diputados aprobaron la segunda imputación, pero en el Senado faltaron después apenas cinco votos para destituirlo. El origen apuntó a una falta de probidad por haber vendido su participación en la minera Dominga poco después de asumir la presidencia en marzo de 2010, condicionando el contrato al último pago a que no hubiera cambios regulatorios que afectaran el desarrollo del proyecto en Coquimbo. La Fiscalía, que abrió una investigación de oficio en contra de Sebastián Piñera, no encontró pruebas suficientes para actuar en su contra.

Boric no votó en esa ocasión porque estaba en cuarentena por Covid-19, pero la oposición de entonces festinó el libelo acusatorio al Presidente, amparando un discurso del diputado socialista Jaime Naranjo que se extendió por casi 15 horas, con el objeto de darle el tiempo al diputado Jackson para llegar a votar tras cumplir su cuarentena por «contacto estrecho» con el diputado por Magallanes. Este sí apoyó también la primera acusación, que no superó la cuestión previa de la Cámara, lo que ocurrió el 12 de diciembre de 2019. 

Boric había firmado recientemente, a título personal, el 15 de noviembre, junto a todos los partidos opositores —desde la DC al PS y algunos partidos del Frente Amplio— el Acuerdo por la Paz y la Nueva Constitución. El Ejecutivo estaba acorralado por el desborde del orden público y accedió a iniciar el proceso constituyente para reemplazar la Carta Fundamental vigente. Menos de un mes después, sin embargo, el diputado prefirió sumarse a la pulsión destituyente de su partido, Convergencia Social —que al igual que el PC— no quiso suscribir el acuerdo.

Los anillos del poder


El rasgo de soberbia de esta generación, que desprecia los acuerdos porque los otros no están a su altura, estará presente en la formación del primer gabinete, donde a Jackson se le atribuye —aunque él lo niega— ser el autor intelectual de la llamada teoría de los anillos para distribuir el poder. En el primer eje, donde era condición apoyar el programa de Apruebo Dignidad, se repartían los cargos entre los partidos del Frente Amplio (RD, Comunes, Liberales, y la tienda del Presidente, Convergencia Social); y Chile Digno (el PC y el Frente Regionalista Verde Social, FRVS). Y en una segunda capa, en tanto, entraban los aliados que respaldaron a Boric en segunda vuelta, distinguiendo al PS en el segundo anillo del resto de los partidos, como el Partido por la Democracia, PPD, y el Partido Radical, PR, relegados al tercero. 

De esta forma, la distribución del poder con que llegarán a La Moneda la consensuó el Mandatario electo con los titulares de Apruebo Dignidad porque había que ampliar el pacto para lograr aprobar su programa en el Congreso22. Guillermo Teillier, presidente del PC, había manifestado su especial preocupación por una participación importante de la ex Concertación e incluso sostenía que los socialistas no podían integrarse en igualdad de condiciones con Apruebo Dignidad. En medio de la tensión acerca de cómo se iba a ampliar esta alianza, el alcalde de Recoleta, Daniel Jadue, declaró: «Hoy el PC, le duela a quien le duela, es el partido más grande de esta coalición»23, aclarando el rol que quería jugar su tienda en las decisiones del nuevo gobierno. 

Cuando el Presidente fue derrotado en el plebiscito Constitucional, seis meses después, dirá que es necesario dejar atrás la lógica de los anillos. Sumará a la conducción económica, en manos del economista cercano al PS Mario Marcel, a otra ex Concertación a la política, Carolina Tohá. La nueva jefa del gabinete es militante del PPD, partido que Convergencia Social y el PC se habían negado a incorporar a primarias conjuntas en mayo del año anterior, 2021. Como entonces los socialistas no quisieron abandonar a sus aliados del PPD, el Frente Amplio conformó solo, junto al PC, la nueva coalición de Apruebo Dignidad24. «No se humilla al partido de Salvador Allende»25, advirtió molesto con el sectarismo de ambas tiendas el presidente del PS, Álvaro Elizalde.

Pero lo que abrirá una grieta insalvable entre el principal consejero del Jefe de Estado y sus aliados —que lo perseguirá hasta verse obligado a abandonar el gobierno— es cuando Jackson señaló: «Nuestra escala de valores y principios en torno a la política no solo dista del gobierno anterior, sino que creo que frente a una generación que nos antecedió, que podía estar identificada con el mismo rango de espectro político, como la centroizquierda y la izquierda, yo creo que estamos abordando los temas con menos eufemismo y con más franqueza»26. Aunque Giorgio Jackson realizó esta declaración en la plataforma de streaming Twitch, —con un vistoso gorro de lana de color naranja—, sus dichos se replicaron con estruendo en todos los medios como un nuevo golpe de la «generación del reemplazo» a sus socios de la ex Concertación, quienes le recriminaron esa supuesta «superioridad moral», durante el resto del mandato. 

Senadores del PS fueron especialmente reactivos, porque ya habían acusado a Jackson de ser el ideólogo confeso de la propuesta de eliminar el Senado, que se había aprobado antes en la Convención Constitucional. La ultraizquierda solo tenía tres senadores en la Cámara Alta, los dos comunistas y uno de RD. Además, veían en el Senado un contrapeso y un obstáculo a lo que pudieran acordar en una sola asamblea, la de los diputados. 

Durante la misma conversación a través de Twitch, el ministro Jackson, arrojó luces sobre su peculiar manera de ver el mundo, incluso por arriba de la ley. Defendió que la Convención consignara la expropiación al «justo precio», en vez de mercado, porque «puede ser que en un momento el precio de mercado no tenga nada que ver con lo que establezca el justo precio de un bien»27. Y mientras, las tomas violentas se disparaban en el sur durante 2022, él señala que las ocupaciones de los predios podían «generar una situación de win win», porque las forestales podían querer vender, ya que «no les sirve de nada tener los predios tomados». 
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Capítulo II.  
Izkia Siches y el delirio del primer año 

Nada ilustra mejor la forma en que el gobierno de Gabriel Boric llega al poder, —mezcla de improvisación y desprecio por las formas y la institucionalidad—, que el modo en que enfrentan el conflicto mapuche, y el protagonismo que toma su ministra del Interior y Seguridad Pública, la médico  Izkia Siches. 

El personero natural para ese cargo del Interior y Seguridad Pública era Giorgio Jackson, visto por muchos como el mentor de Boric, pero con la experiencia de la persecución política a los anteriores ministros, el ingeniero habría declinado el ofrecimiento, optando por la Secretaría General de la Presidencia (Segpres), vinculada con la tramitación de las leyes en el Congreso. La profesional de la salud había asumido un rol protagónico en la campaña de la segunda vuelta, pero su estilo anticipaba que sería un nombramiento fallido el de la «primus inter pares del gabinete», de acuerdo a como la presentó el Presidente. Alrededor del mediodía del día de la elección en 2021, ella denunció sin ningún fundamento, una «operación del gobierno para limitar el transporte público en favor de su candidato»28, José Antonio Kast.

Eso era fiel al estilo denunciante que desplegó antes como presidenta del Colegio Médico (2017-2021), donde junto a sus colaboradores Cristóbal Cuadrado y Fernando Araos (que asumirán como subsecretarios de Salud Pública y de Redes, respectivamente) utilizó la plataforma gremial para criticar el manejo de la pandemia. Inicialmente incluso dudó de la veracidad de la emergencia sanitaria, convocando a una marcha masiva el 8 de marzo de 2020, Día de la Mujer. La causa feminista se había convertido en un arma poderosa en contra de La Moneda a cargo de Sebastián Piñera, gracias a los grupos extremos, como Las Tesis, que se hicieron conocidos por sus bailes sobre violencia de género y de desprecio a Carabineros. 

Cuando la dirigente se convenció de que la emergencia no era un ardid político, presionó por la estrategia contraria, imponer un cortocircuito epidemiológico, augurando profecías incumplidas de «problemas cada día mayores (…) con las bolsas de fallecidos (y) dónde se van a enterrar»29. Se había descrito a sí misma como «joven de izquierda, morena, achinada, educada en un colegio picante» y desafiante de que «siempre los presidentes fueron hombres, blancos y en su mayoría conservadores»30. Impulsiva e informal, se avenía con el estilo de la nueva camada en el poder, con algunos ministros saltándose los conductos regulares para hablar directo con «Gabriel» y las reuniones de gabinete que se asimilan más a asambleas estudiantiles.

La comprensión que tenían de la insurgencia mapuche era aún la de jóvenes idealistas. Después de asumir la cartera del Interior y Seguridad Pública, en marzo del 2022, Siches creó un impasse diplomático con Argentina al hablar de Wallmapu, término que incluye territorio trasandino, en alusión a la región de La Araucanía. 

En los días sucesivos a su nombramiento cometería otra serie de traspiés para el cargo. En un encuentro en el Foro de Agenda Política 2022 de Icare acusó al sistema judicial de ser clasista y dejar en la impunidad a los ricos: «Si es de Las Condes, rubio y tiene apellido, no pasa nada; si yo pillé a esa persona en La Pintana y es pobre, me lo llevo detenido; si lo pillo en La Araucanía, me lo llevo detenido, allano su casa, agarro a los niños y violento a toda una comunidad»31. En el mismo foro señaló que ningún sistema de seguridad social podía sustentarse en «esa mirada de ‘es mi plata’»32, refiriéndose a la polémica de si el gobierno iba o no a expropiar los fondos previsionales, con la opinión en contra de los trabajadores, por su propuesta programática de eliminar las AFP. 

Para avanzar más rápido, el 6 de abril de 2022 denunció en la Comisión de Seguridad de la Cámara que el gobierno anterior había expulsado a extranjeros rumbo a Venezuela, pero que el avión había vuelto con todos los pasajeros a bordo. Haciendo mofa, lo calificó de «gravísimo» y de «una chambonada a nivel nacional (…) impresentable»33. Se vio obligada a rectificar después la falsedad. El propio Presidente, en una posterior entrevista, consideró que su ministra había cometido un error y señaló que en ese caso debía haber «un habitar en el cargo y la institucionalidad que tiene que tener un estándar más alto»34. Eso de «habitar el cargo», es un concepto que él introdujo al llegar a La Moneda pero que le costó ejercer.

En julio, en medio del debate para prorrogar el estado de excepción en la macrozona sur —el gobierno ya había echado pie atrás en su política de eliminarlo— preguntó a los parlamentarios si «se pegaron en la cabeza» porque parecían olvidar que «los problemas no partieron el 11 de marzo, ni para la delincuencia, ni para la migración, ni mucho menos para la Araucanía»35.

Pero antes de verse obligado a reinstalar el estado de excepción, la postura del oficialismo respecto al origen de la violencia en el sur era otro. El Presidente había asumido prometiendo «ante los pueblos de Chile», y aclarando que no existía el tal conflicto mapuche. En su primer discurso de asunción, desde los balcones de La Moneda, señaló que en el sur «tenemos un problema», que no es la pacificación de la Araucanía, que decían antes, ni un conflicto mapuche. «No, señores, no es el conflicto mapuche, es el conflicto entre el Estado chileno y un pueblo que tiene derecho a existir»36.

A pesar de su comprensión y la oferta de «diálogo con todos los actores, incluso con la CAM», como precisó Siches a nombre del gobierno a días del triunfo electoral, entre la primera y la segunda vuelta presidencial hubo una escalada de violencia de grupos como la CAM, WAM, RML y RMM37. Hubo 21 incidentes y la amenaza de que no bajarían las armas. En un mensaje escrito difundido el 20 de diciembre de 2021, el vocero de la CAM, Héctor Llaitul, llamó a «seguir en la senda de la autonomía revolucionaria», y días después criticó a Boric y le comunica, a su próximo mandato, «hippie, progre y buena onda», que «el pueblo mapuche tiene su propio ordenamiento político-militar desde antes de la formación del Estado chileno». Dos días después, en una declaración difundida por distintos blogs, RML advirtió que no soltarían las armas «ni con Piñera ni con Boric», adjudicándose la quema de treintaiún cabañas a orillas del lago Lanalhue en Biobío38.

Como si el desafío no fuera claro, a mediados de febrero, trece comunidades radicalizadas se reunieron en un fundo tomado y acordaron que no detendrán su «lucha frontal en contra del Estado y el sistema capitalista, asumiendo los costos de continuar en el weichán» (guerra). «Ni la cárcel ni las balas detendrán nuestra lucha»39, precisaron, criticando también a los grupos vinculados al narcotráfico que se aprovechaban de los jóvenes en el territorio mapuche.

Esas declaraciones de guerra no aconsejaron prudencia, sin embargo. El joven gobernante del Frente Amplio reiteró que retiraría los militares de la zona, cuestión que finalmente cumplió a días de desembarcar en Palacio, considerando que «el estado de excepción es un fracaso de las políticas del Estado»40. Voluntaristas, estaban convencidos de que las cosas que funcionaron mal para Piñera, evolucionarían favorablemente para ellos. Habían reconocido el Wallmapu. Como diputado, Boric incluso visitó dos veces Temucuicui, describiéndolo como «territorio liberado» en una foto que publicó en su Twitter (hoy X) el 7 de agosto de 2016. Esa comunidad se constituyó a partir de títulos de merced que reclamaban 250 hectáreas, pero la Conadi le entregó 3.200 hectáreas entre 1998 y 2014. El Estado no tiene acceso al territorio, si bien sus miembros reciben subsidios del fisco. Un mes antes de la elección presidencial, el candidato aseguró «autonomía» al pueblo mapuche41.

La nueva ministra a cargo de la seguridad había comentado, en las reuniones sobre el cambio de mando, que ella iría al Wallmapu a desmilitarizar la zona y a dialogar. El entonces ministro del Interior, Rodrigo Delgado, según testigos, le advirtió que tuviera cuidado que no era un tema de diálogo, sino que había un problema serio de narcotráfico y terrorismo. La objeción de su sucesora fue algo así como ustedes representan el despojo, no los intereses de ellos. 

Siches, con generosa autoestima, no consideró —ni tampoco sus equipos— que hubo tres intentos previos de ingreso a la comunidad de Temucuicui, donde opera Resistencia Mapuche Malleco (RMM). Uno de ellos se trató de un operativo contra el narcotráfico en enero 2021, con más de 800 efectivos policiales, que terminó con la muerte de un tiro en la cabeza del subinspector Luis Morales de 34 años.

La Convención Constitucional (2021-2022), órgano democrático encargado de redactar una propuesta de nueva Constitución, había aprobado en el pleno una serie de normas sobre derechos indígenas, que serían plebiscitados en septiembre de 2022, tales como: consagrar la plurinacionalidad del Estado de Chile; establecer la creación de once autonomías territoriales indígenas, con autonomía política, administrativa y financiera; sistemas de justicia propios para cada pueblo (aunque no hubieran desarrollado ni siquiera una tradición oral del derecho); cargos reservados en todas las asambleas de elección popular, y, entre otras cosas, derecho a consulta y veto en las materias de su interés. Incluso, el 4 de mayo de 2022 aprobaron la restitución de tierras como mecanismo preferente de reparación de utilidad pública e interés general, criterio que justifica la expropiación. La votación fue seguida por un coro de «¡las tierras robadas serán recuperadas!», como una muestra del ánimo que irradiaba de la Convención a los nuevos gobernantes y grupos mapuches radicalizados, aunque estos no le reconocieran legitimidad ni a esa instancia constituyente ni al nuevo gobierno.

Y cuatro días después de asumir en La Moneda, el 15 de marzo, Izkia Siches cometió el gran error, al comprometer al Estado en su calidad de ministra del Interior en un «improvisado» viaje a la zona de Temucuicui. En la ruta se encontraron con un auto quemado bloqueando el camino y fue recibida por una ráfaga de disparos, lo que la obligó a devolverse junto a su comitiva. Un lienzo de la RMM en el camino la interpelaba por su nombre: «Izkia Siches, mientras existan presos políticos mapuches no habrá diálogo. (…) No aceptaremos ningún soborno de un Estado asesino».

A pesar de la gravedad del hecho, la secretaria de Estado anunció que no se querellaría, aunque era su obligación como funcionaria pública denunciar el delito, según la corrigió el subsecretario de Interior y Seguridad Pública, el socialista Manuel Monsalve. Este también arguyó, a propósito de la acusación de tener «presos políticos», que en Chile no existían: «Las personas que están hoy condenadas por un delito, han sido condenadas por nuestro sistema judicial»42. Quien lo contradijo, sin embargo, fue el ministro de la Segpres, Giorgio Jackson, quien quince minutos después de la aseveración de Monsalve aseguró que sí existían43, tomando distancia del Estado que él representa. Y lo ejemplificó con la machi Francisca Linconao, quien había sido electa constituyente, después de ser absuelta de haber participado en el asesinato del matrimonio Luchsinger Mackay, a pesar de las pruebas que la incriminaron inicialmente.

Pero no había voluntad para revisar sus propias actuaciones. Después del atentado, la misma Siches apareció en los medios con la vocera Vallejo, revisando el manual de lenguaje apropiado para que la prensa abordara, como se debía, el «conflicto del Estado de Chile con el pueblo mapuche». Según ese documento, correspondía hablar de Wallmapu. Y procedieron a retirar los militares cuya presencia durante los 165 días anteriores, bajo la administración de Piñera, logró bajar en un 40 por ciento los hechos de violencia, respecto a igual período previo (de 887 a 534)44.

Las señales que emergían desde el gobierno eran confusas. La ministra de Justicia, Marcela Ríos, por su parte no se sentía competente para desmentir que Celestino Córdoba fuera preso político (condenado por el brutal asesinato del matrimonio Luchsinger Mackay); Héctor Llaitul convocaba a «preparar las fuerzas, a organizar la resistencia armada»45, y cuatro días después la titular de Desarrollo Social, Jeannette Vega, señalaba en el programa de televisión «Tolerancia Cero» que: «Obviamente hay personas que han sido encarceladas fundamentalmente por defender su derecho a la restitución de tierras»46.

Pero Vega no saldrá del cargo por admitir la existencia de «presos políticos», sino que lo haría en agosto de ese primer año, al conocerse, por un informe de la PDI47, que el mismo día del desafío de Llaitul (11 de mayo) una asesora de Vega telefoneó al insurgente. Es que no se tomaban en serio la declaración de guerra al Estado de Chile. A pesar de la gravedad y de la evidente amenaza del vocero de la CAM, el Presidente Boric, una semana después, marca la pauta para los meses siguientes: «El gobierno persigue delitos, y los va a perseguir con todo el peso de ley. Pero nuestro gobierno no persigue ideas ni declaraciones»48. Sus dichos estaban en abierta contradicción con que el 17 de mayo —dos días antes y tras cincuenta desde que fue retirado— tuvo que reponer el Estado de Excepción Constitucional de Emergencia en La Araucanía y en las provincias de Arauco y Biobío, porque los hechos violentos habían aumentado en un 53 por ciento49. En algo sin precedentes, la CAM se había adjudicado un total de 176 atentados antes que concluyera ese mes. La medida, inicialmente denominada «acotada» para la protección de rutas y libre tránsito, debido a la presión de Apruebo Dignidad para restringirlo, fue prorrogada sistemáticamente.

En agosto de 2022, el Congreso despacha la Ley Nº 21.488 de Robo de Madera, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal para tipificar el delito de sustracción de madera y otros relacionados, y permite el uso de técnicas especiales, de investigación y persecución, contra un negocio que se había convertido en una industria de millones de dólares. A pesar de existir una ley oficial, la tramitación fue resistida por la coalición de gobierno y La Moneda la promulga sin ceremonias, evidenciando el quiebre interior.

Luego de nuevas declaraciones del líder de la CAM, Héctor Llaitul, en las que señalaba que la prioridad era «canalizar la violencia hacia un sabotaje muy bien dirigido, hacia insumos, hacia maquinarias»50, el gobierno cambia, nuevamente, de opinión y en julio se cuelga de una querella en contra de Llaitul por Ley de Seguridad del Estado que provenía de la administración anterior. El 24 de agosto, a solo cinco meses de iniciado el gobierno, la PDI lo detuvo, y algunos creyeron que este giro frente a la impunidad de la que había gozado el insurgente mapuche, podía influir para que al oficialismo le fuera bien en la aprobación del texto Constitucional que se votaría el 4 de septiembre. Pero no fue así: en el plebiscito se impuso el rechazo al borrador por un aplastante 62 por ciento y el 24 de septiembre Héctor Llaitul fue formalizado. Dos años después (en mayo de 2024) fue condenado a 23 años por usurpación violenta, atentado contra la autoridad y delitos por la Ley de Seguridad del Estado. Es la misma norma por la que el gobierno ordena retirar todas las querellas junto con llegar al poder.

Haciéndose cargo del Wallmapu

El 10 de noviembre de 2022, ocho meses después de asumir, el Presidente Boric viaja a la Araucanía con un inédito dispositivo de seguridad, y tras de una serie de atentados en advertencia ante su desplazamiento. Por primera vez califica como «un acto de carácter terrorista»51 el violento atentado de una treintena de personas a la familia Grollmus en el histórico molino que deja cuatro heridos y al dueño, Carlos Grollmus (79) con una amputación de su pierna producto de un impacto de bala52. 

Las medidas siguen llegando a contrapelo y sin los votos del oficialismo. El atentado a la familia suiza, el 29 de agosto, motiva en septiembre la adaptación de un estado de excepción más exigente al «acotado». Según Pablo Urquízar, coordinador del Observatorio del Crimen Organizado y Terrorismo (OCRIT) de la Universidad Andrés Bello, la medida del estado de excepción es «el mecanismo más efectivo en la reducción de los hechos de violencia y terrorismo desde 1997»53. Asimismo, las cifras de hechos violentos a mediados de 2025 se equiparan con las de 2014. Explica además que, «al cumplirse los cuatro años desde el inicio de la medida con Piñera, —el 12 de octubre de 2021— los hechos violentos han caído ya en un 85 por ciento, a un hecho semanal en vez de seis»54.

Y si se analizan los efectos del estado de excepción a los tres años de su aplicación, es decir a octubre de 2024, y se comparan con el mismo período anterior, todos los delitos registran fuertes caídas55. Los atentados incendiarios, después de un peak entre noviembre de 2022 y febrero 2023, descienden en un 39 por ciento. 

Los homicidios, por su parte, bajan en un 55 por ciento (de 31 a 14), aunque hubo algunos hechos de impacto nacional, como el brutal asesinato de tres carabineros el 27 de abril de 2024 en Cañete. El crimen conmocionó al país porque fueron emboscados, ejecutados y quemados sin que pudieran defenderse. En ese momento, la aprobación de Boric se desplomó a su punto más bajo, 24 por ciento, en la encuesta semanal de Cadem. En marzo de 2025 cayó el último de los cuatro autores e ideólogo del triple homicidio, Tomás Antihuén. Y el 25 abril, también de 2025, después de siete años prófugo, es detenido el cabecilla de la RML, Federico Astete, el último de los doce que participaron en la balacera del histórico molino incendiado. 

El total de tomas cayó en un 59 por ciento y las detenciones subieron de 7 a 73 a noviembre de 2024, al cumplirse un año de la nueva Ley 21.633, promulgada en noviembre de 2023, que sanciona las usurpaciones y regula los delitos de ocupación ilegal de inmuebles. Actuaron como disuasivo las nuevas penas (no solo multas) y el hecho de que la normativa facilite la restitución de los predios tomados (las policías habían interpretado por un fallo de la Corte Suprema que la flagrancia para poder actuar sin orden judicial duraba solo 12 horas). Simultáneo a su aprobación en el Congreso, el presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura y ex ministro del ramo, Antonio Walker graficaba la gravedad de la situación: «Según cifras de la Multigremial, las usurpaciones en las regiones de Biobío y La Araucanía suman más de 730 predios. Usurpar un bien ajeno no es una falta, es un delito que debe tener cárcel»56.

Pero, a fines de 2025 aún existían cerca de 130 mil hectáreas tomadas dentro de la macrozona sur y alrededor de 30 mil hectáreas corresponden a suelos agrícolas, usurpados por las organizaciones radicalizadas57, según José Miguel Stegmeier, presidente de la Sociedad Agrícola de Biobío y vicepresidente de la SNA.

A diferencia de las organizaciones radicales mapuches como la CAM, la WAM, o la RML, la RMM (Resistencia Mapuche Malleco), aumenta su accionar en los primeros tres años de vigencia del estado de emergencia en un 179 por ciento. Es el brazo armado de la comunidad de Temucuicui y ejerce el control territorial en las comunas de la Provincia de Malleco: Victoria (su epicentro), Ercilla y Collipulli. Utiliza armamento de guerra y un nivel de violencia y preparación que solo la RMM ha demostrado tener, con un largo historial de letalidad que incluye homicidios (como el de un guardia forestal en agosto del 2025), quema de escuelas, iglesias y centros de salud. Según Pablo Urquízar, quien además se desempeñó como coordinador de la seguridad de la macrozona sur (2021-2022) durante el gobierno de Sebastián Piñera, la organización se vincula al terrorismo y también al crimen organizado: narcotráfico, robo de madera, tráfico de armas de grueso calibre y robo de vehículos.

La nueva Ley Antiterrorista en Chile (Nº 21.732), promulgada en febrero de 2025, también sirve de señal. El gobierno solo comenzó a invocarla sistemáticamente cuando asumió el nuevo ministro de Seguridad, Luis Cordero. Antes, aunque ya había sido dictada, el Ejecutivo resolvió no invocarla cuando en febrero de 2025 dispararon a un helicóptero de la Conaf que combatía los incendios forestales en Collipulli (provincia de Arauco). No obstante lo cual, el propio ministro de Agricultura, Esteban Valenzuela, había calificado el ataque como «absolutamente de carácter terrorista»58. Durante 2025, el propio ministro de Seguridad invoca la ley frente a atentados que además define como terroristas. A octubre, tras un atentado que dejó una mujer herida a bala en la ruta 5 sur, entre Collipulli y Victoria, lo hizo por cuarta vez.

Durante el estado de emergencia en la macrozona sur, al menos cinco leyes entraron en vigencia impactando, directa o indirectamente, en reducir la violencia. La mencionada Ley 21.488 que tipifica el de robo de madera promulgada en 2022 durante el primer año de Boric, y la Ley Naín Retamal (N° 21.560), promulgada en abril de 2023, que fortalece la protección de Carabineros, PDI y Gendarmería, endureciendo penas por agresiones y estableciendo la «legítima defensa privilegiada». La Ley 21.577, promulgada en Chile en junio de ese mismo año, fortalece la persecución del crimen organizado al tipificar los delitos de asociación criminal y delictiva; y la ya descrita Ley 21.633 «de usurpaciones» promulgada en noviembre de 2023. En 2025 se suman la nueva Ley Antiterrorista y la Ley 21.730 que crea el Ministerio de Seguridad Pública. 

La mayoría fueron parte del impulso legislativo, iniciado en abril de 2023, por los presidentes del Senado, Juan Antonio Coloma (UDI) y de la Cámara, Vlado Mirosevic (Partido Liberal). Carolina Tohá, titular del Interior, comprometió al gobierno en la agenda de seguridad, no sin enfrentar los costos que mantuvieron a la administración prácticamente inmóvil durante todo el primer año, porque cuando les falló su comprensión del fenómeno Temucuicui, —por explicarlo en simple—, se quedaron sin plan.

Aunque el Presidente Boric inicialmente duda, acierta al cambiar su mirada original del conflicto mapuche, pero la mayoría de estas normativas son aprobadas sin el apoyo cerrado de su coalición original, especialmente de la bancada comunista. Son los votos de la derecha y de personeros del Socialismo Democrático los que otorgan las mayorías, más uno que otro de Apruebo Dignidad. No extraña esta reticencia en una coalición que antes votó en contra de todos los proyectos de seguridad del gobierno de Piñera, incluido el entonces diputado Boric. Pero siendo ahora parte de la administración del Estado, no solo impugnadores desde el Congreso, buena parte del Frente Amplio y el PC tampoco cambia su visión, ante la necesidad de dar la protección que clama la ciudadanía. 

El Ejecutivo termina actuando con menos ideología y más decisión solo a partir de la incorporación de Tohá que actuó en dupla con el subsecretario Monsalve, quien operó en lo ejecutivo como el zar de la seguridad. El gobierno se querella contra las principales orgánicas mapuches, y hay detención y condenas de grupos radicalizados. Luis Cordero asume como ministro de Justicia el 7 de enero de 2023 y del Ministerio de Seguridad Pública el 1 de abril de 2025, imprimiendo menos dudas sobre la decisión de enfrentar los territorios donde no entra el Estado ni para los censos, como Temucuicui o Pidenco, o donde la causa mapuche se ha convertido en una excusa para grupos del crimen organizado.

El estado de excepción tampoco ha sido panacea, porque de las diez organizaciones terroristas operando en el sur, cuatro surgieron durante este período. «Las policías y las FF.AA. actúan como contención pero no hay plan ni solución para la zona, donde no existe una inteligencia dirigida desde el Estado para responder al crimen organizado con sus nexos con el narcotráfico» (la Ley de inteligencia se aprobó a fines de enero de 2026), asegura Pablo Urquízar. 

El entonces candidato Boric sostenía en octubre de 2021 que concordaba con la presidenta de la Convención Constitucional Elisa Loncon, en que aplicar estado de excepción «genera más rencor y violencia»59. Al término de su mandato habrá prorrogado 66 veces el estado de emergencia.

La multigremial de La Araucanía hizo un balance exitoso a cuatro años del primer estado de excepción de la zona, aplicado por primera vez, por el ex Presidente Piñera el 12 de octubre de 2021. Los hechos violentos han caído un 85 por ciento. El Ministerio de Seguridad hizo su propio estado de situación, que da cuenta del cambio de rumbo de la administración de Boric para enfrentar el «conflicto mapuche». A octubre de 2025, presentaron 514 querellas con un peak en 2023 y han obtenido 614 sentencias condenatorias, cifra muy superior a todos los años anteriores.

El Ejecutivo intentó amortiguar la mano dura con una comisión que hiciera propuestas, una réplica del intento de gobiernos anteriores. Esta vez se llamó Comisión por la Paz y el Entendimiento que elaboró un informe con más de veinte recomendaciones para buscar la restitución de tierras a mapuches y reparar, también, a las víctimas de la violencia. Para redactar los proyectos de ley requeridos tuvo que llamar a consulta indígena, la cual fue suspendida a petición de las comunidades a fines de septiembre de ese mismo año. El gobierno concluyó sin reparaciones para las víctimas civiles. 
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